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Resumen
En este trabajo analizamos las relaciones más relevantes entre la estabilidad presupuestaria, el Siste-
ma de Financiación de los Municipios (SFM) y las políticas de gasto social, como piezas fundamentales 
para definir el nivel de Responsabilidad-Social-Corporativa (RSC) asignable a los municipios españoles. 
Para ello, hemos partido de las liquidaciones presupuestarias de los 9.500 municipios y otros entes locales 
españoles presentadas ante el Tribunal de Cuentas en 2014, y disponibles en la web del Ministerio de 
Hacienda. A partir de la información, elaboramos una base de datos (más de 1.500.000 registros, tratados 
mediante técnicas de data mining) para realizar un análisis de los factores más significativos que explican 
las relaciones entre estabilidad presupuestaria, suficiencia financiera y sostenibilidad de las políticas de 
bienestar. Partiendo de lo anterior y del nivel de gastos presupuestarios en el área de gasto (AG1) de Ser-
vicios Públicos Básicos y en el área de gasto (AG2) de Actuaciones de Protección de Promoción Social 
proponemos dos indicadores para medir el nivel de la RSC atribuible a cada municipio. Los principales 
hallazgos se concretan en tres conclusiones: que los ayuntamientos con déficit presupuestario priorizan la 
reducción de su deuda con las entidades financieras a la vez que dilatan el pago a los proveedores; que las 
relaciones entre las políticas de ingresos y gastos de cada municipio repercuten directamente en su nivel 




En la última década los municipios españoles han tenido que controlar los enormes déficits 
presupuestarios derivados de la dificultad de controlar los gastos en servicios como la salud, 
la educación o la dependencia, etc. Al mismo tiempo han tenido que enfrentarse a problemas 
financieros y de obtención de financiamiento para hacer sostenibles algunas de las prestaciones 
sociales encomendadas. Es decir, tras la crisis económica y los grandes ajustes fiscales que 
han tenido que realizar los municipios españoles, se han puesto en cuestión el nivel de las 
prestaciones de los servicios públicos esenciales de antes de la crisis. 
En este sentido, se ha demostrado que los problemas de estabilidad presupuestaria, la 
suficiencia financiera de los municipios y la sostenibilidad del bienestar están estrechamente 
interrelacionados. En la misma línea que autores como Albi y Onrubia, (2016), defendemos 
la necesidad de diseñar un sistema de control de la gestión presupuestaria orientado hacia 
los resultados de las liquidaciones de los presupuestos de las organizaciones tanto a nivel 
interno como a nivel externo. Además, para logar una gestión más eficiente del gasto público 
es necesario un modelo organizativo-institucional acorde con las necesidades de gestión que 
impone un nuevo escenario económico internacional, en el que están llamadas a coexistir 
políticas públicas con las fuertes demandas de recursos y procesos de consolidación fiscal con 
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fuertes restricciones. La Gestión Pública Responsable nace ligada a dos conceptos próximos: 
por un lado, al de Responsabilidad Social (RS) asociado a la gestión empresarial y, por otro, 
al de Buen Gobierno de las AAPP, como compromiso con los derechos humanos, laborales y 
medioambientales y con la búsqueda de una gestión pública más transparente.
El enfoque de Responsabilidad Social (RS) plantea la necesidad de desarrollar una gestión 
basada en principios y valores que soporten una relación ética y transparente con los actores 
internos y externos de la organización y que retroalimenten los modelos de gestión de la misma, 
tal como señalan los autores Trujillo Jiménez, E., López González, M.J. y Alvarez Civantos, 
O., (2011). En este sentido, la responsabilidad social en las administraciones públicas supone 
un compromiso ético frente a los ciudadanos y en el que también se incluyen compromisos 
sociales, económicos, laborales, medioambientales y de respeto a los derechos humanos en 
perfecta sintonía con todos los stakeholders. Los trabajos, tanto teóricos como empíricos, 
sobre los grupos de interés o grupos de presión y su incidencia sobre los presupuestos públicos 
son numerosos ya desde principios del siglo veinte. Así los estudios realizados por Winden 
(1999), Epstein y Mealem, (2009) o Horgos y Zimmermann, (2009) son importantes por sus 
aportaciones en campo de la responsabilidad social de las administraciones públicas. A nivel 
de Administración Local cabe mencionar los trabajos de Browne, (1978), Menzel, (1990), o el 
de Cooper y Nownes, (2005). En relación con las políticas de gasto público, algunos trabajos 
intentan explicar el gasto público per cápita de una o varias partidas concretas de gastos a través 
de modelos econométricos que explican la cuantía de gasto per cápita de partidas presupuestarias 
concretas. Así, por ejemplo, las investigaciones sobre el gasto per cápita en Cultura o Medio 
ambiente Benito et all, (2013), St´astaná, (2009), o los trabajos de interacción fiscal St´astná, 
(2009), Ermini y Santolini, (2010) y Deng et al., (2012). Más recientemente, el trabajo de 
Hernández et all (2015) que también se ha centrado en analizar las partidas presupuestarias 
del gasto de Cultura, Medio ambiente y Deporte, y en cuyas conclusiones se demuestra que 
la estructura de la población, la política fiscal del municipio y el signo del partido político 
gobernante son las variables que más peso tienen en la determinación del gasto per cápita para 
esas partidas específicas.
En España, tras la publicación de La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local, el concepto de eficiencia en la gestión de los 
servicios adquiere un importante protagonismo y un gran interés por parte de los gestores 
presupuestarios en racionalizar el gasto al mismo tiempo que se siguen prestando los servicios 
públicos. Un acierto importante, de esta reforma, ha sido la obligación de evaluar y publicar 
el coste efectivo de los servicios públicos locales para poder determinar el precio público 
de los mismos y así controlar el gasto presupuestario que se destina para su prestación a los 
ciudadanos. Con este propósito se han desarrollado trabajos como el de Chamizo et al (2016) 
sobre gestión de residuos sólidos urbanos, el de Picazo et al., (2009); Byrnes et al., (2010) 
y Gupta et al., (2012) sobre eficiencia económica en la gestión del agua, el de Cullmann y 
Hirschhausen, (2010) sobre los medios de transporte público o el de Rauthianen et al (2015) 
sobre el servicio de policía local. 
De igual manera, se hace necesario en las administraciones locales desarrollar una cultura de 
la responsabilidad social que conlleve la prestación de los servicios sociales y al mismo tiempo, 
la sostenibilidad de los mismos en el tiempo, de tal manera que, las variables de eficiencia 
y control del gasto, acompañadas de un fortalecimiento financiero, permita la sostenibilidad 
de los servicios que prestan los municipios y administraciones locales. Sin embargo, existe 
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una escasa siste¬matización para establecer objetivos de eficiencia y efectividad para los 
programas gastos y del control de los mismos. A lo que hay que añadir importantes deficiencias 
en materia de contabilidad de costes que impiden una adecuada presupuestación funcional por 
programas o bien, un presupuesto de gastos por actividades aspectos que han sido contrastados 
empíricamente en trabajos como el de Caamaño y Lago-Peñas (2011). La consecuencia de 
estas deficiencias es una práctica presupuestaria esencialmente incrementalista y muy poco 
orientada al control y a la adecuada gestión de los recursos escasos.  
Con todo lo anterior, se impone un nuevo modelo de gobernanza en el que, al margen de 
problemas concretos y asociados a la gestión de políticas específicas, se desarrolle una nueva 
forma de gestión económico-financiera de los recursos públicos, especialmente los de índole 
presupuestaria capaz de generar información económico financiera socialmente relevante y 
evaluable en términos de eficiencia.
Además, el modelo de RS promueve políticas públicas de buen gobierno, de modernización 
del Estado, políticas de inclusión social y de mejora de la calidad de vida de los ciudadanos 
a través de los servicios públicos, como base de un desarrollo socialmente sostenible. Los 
conceptos de transparencia, rendición de cuentas y participación o control por parte de los 
ciudadanos han de implementarse en la administración para conseguir conductas éticas de la 
gestión pública. Por tanto, una gestión responsable de los municipios debe orientarse a ofrecer 
servicios de calidad a los ciudadanos que cubran sus necesidades y expectativas e intentando 
buscar el equilibrio entre los intereses de los stakeholders y la optimización de los recursos 
financieros y presupuestarios.
La legislación actual obliga a los municipios y administraciones locales a rendir cuentas y a 
mantener el equilibrio presupuestario. Sin embargo, el control del déficit y del endeudamiento 
sigue siendo un problema complejo a pesar de que, mediante el análisis de las diferentes 
partidas presupuestarias de ingresos y de gastos, se puede obtener una fotografía muy fiel sobre 
la estabilidad presupuestaria, el origen de los ingresos y de las fuentes de financiamiento. Así 
como, se obtiene información sobre el grado de compromiso de las administraciones locales, 
con los servicios públicos que prestan a los ciudadanos y en base a la asignación presupuestaria 
para políticas sociales y prestación de los servicios. Además, dicha información nos puede 
servir de base como un indicador para medir el compromiso y nivel de responsabilidad social 
en dichas administraciones.
Bajo todas las anteriores premisas, nos hemos propuesto analizar las relaciones más 
relevantes entre la estabilidad presupuestaria, el sistema de financiamiento de los municipios 
(SFM) y las políticas de gasto social como piezas fundamentales para definir un indicador de 
Responsabilidad-Social-Corporativa atribuible a los municipios españoles. Para ello analizamos 
las diferentes formas de financiamiento de los ayuntamientos o municipios españoles, su 
situación de equilibrio presupuestario, analizados por tamaño y por comunidades autónomas. 
En un intento de buscar un indicador que mida la RSC, hemos medido el comportamiento en 
materia de RSC, atribuible a cada municipio, en base al volumen de gastos por funciones y por 
programas y su relación con las variables que determinan la forma de financiarse (Impuestos, 
Transferencias y otros).
En relación a la fuente de información para cumplir con el anterior objetivo, hemos tomado 
como base de datos las liquidaciones presupuestarias de los aproximadamente 9.500 municipios 
y entes locales españolas y que han sido fiscalizadas por el Tribunal de Cuentas de España, 
órgano encargado de velar por la gestión económico-financiera del sector público.
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El estudio nos muestra que el tamaño de los municipios, las diferentes formas de financiarse, 
el volumen y la tipología de gasto, así como la variación neta de pasivo financiero, (aumento 
o disminución de deuda de carácter financiero) afectan al resultado presupuestario (déficit 
o superávit). A la vez, los resultados nos muestran que existe una relación directa entre las 
políticas de gastos, las formas de financiamiento y la situación de superávit o déficit que 
presentan los municipios españoles.
Los principales hallazgos se concretan en las siguientes conclusiones fundamentales: 
En primer lugar, se demuestra que los ayuntamientos con déficit presupuestario priorizan 
la reducción de su deuda con las entidades financieras a la vez que dilatan el pago a los 
proveedores. En segundo lugar, se concluye que las relaciones entre las diferentes políticas 
de ingresos y de gastos, de cada municipio, percuten directamente en su comportamiento y 
compromiso con el nivel de RSC que se les puede atribuir. En tercer lugar, mediante un modelo 
de probabilidad logit, hemos confirmado la hipótesis, según la cual, la RSC de los municipios 
puede ser explicada a partir del tamaño de su población y de la forma en que se financian.
Los principios normativos para una gestión pública responsable en los municipios españo-
les a partir de sus presupuestos 
En las dos últimas décadas, se han producido cambios importantes en la forma de gestionar 
y administrar los organismos públicos que han dado lugar a diversos trabajos de investigación 
como los de; Hughes; (1997); cit. Fernández Santos et al. (2008), Subirats Humet (2003), 
Pollitt, (2006), Lonti y Gregory, (2007), Portillo, M. J. (2009), Hildebrand y McDavid, (2011), 
Brusca y Montesinos, (2013) con sus trabajos sobre la reforma contable del plan general de 
contabilidad pública para mejorar la transparencia y la rendición de cuentas hacia los ciudadanos 
o en el trabajo, más reciente, Brusca, I. y Caperchione, E., Cohen, S., Manes Rossi, F. (2016) en 
el que se aborda el reto europeo de la armonización en contabilidad y la auditoría en el sector 
público y con el objetivo de obtener información fiable, comparable y adecuada para la gestión 
de los gastos y de los ingresos.
Al mismo tiempo, ha surgido un gran interés en la elaboración de códigos éticos y de 
conducta para empleados y directivos de la Administración Pública que ha generado una nueva 
cultura de lo público. Esta cultura institucional y de nuevos los sistemas de control también 
ha calado en España y han ido desarrollándose en paralelo a la preocupación ciudadana por la 
corrupción en la vida pública y la lucha por combatirla. En el año 2005, se aprobó en España el 
Código de Buen Gobierno de la Administración General del Estado y, la Federación Española 
de Municipios y Provincias (FEMP) aprobó en el año 2009 su propio Código de Buen Gobierno, 
proponiendo a los municipios la adopción de dos tipos de medidas: 
A) Para mejorar la gestión y la calidad de la democracia municipal. Creando comisiones 
de control de la contratación pública y de transparencia en la concesión de ayudas, al mismo 
tiempo que se impulsaba el acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 
B) De democracia participativa, que complementen la democracia representativa y fomenten 
una administración relacional. 
En España, son numerosos los municipios que han desarrollado las recomendaciones 
de la FEMP, a través de normas de participación ciudadana, manuales de buenas prácticas, 
códigos de conducta de sus empleados, y cartas de servicios, etc. Estas recomendaciones de 
gestión responsable de los servicios públicos están recogidas en el Informe de la Subcomisión 
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del Congreso de la siguiente forma: “La Administración del Estado, de las Comunidades 
Autónomas, las Empresas Públicas y la Administración Local deben ser ejemplares en 
la integración de los principios y prácticas de la RS en su propio funcionamiento”. Deben 
integrar los principios de RS corporativa tanto en sus propias actividades y responsabilidades 
directas como en sus relaciones con terceros, exigiendo requisitos mínimos en materia de RS 
a las empresas con las que colaboran o contratan. Se refiere a todas aquellas administraciones 
que desempeñan un papel central en servicios de salud, de educación, de seguridad, de calidad 
ambiental, la cohesión social o la promoción de las buenas prácticas empresariales, etc. y a las 
que corresponde el reto de poner en marcha procesos de creación de valor público en entornos 
sociales y económicos más dinámicos y exigentes. 
Tal y como señala Melle Hernández, M. (2007), a los principios tradicionales de actuación 
de la administración (transparencia, disciplina presupuestaria, independencia, rendición de 
cuentas e imparcialidad) se les debe añadir la RS para poder hablar de una auténtica gestión 
pública responsable (GPR). Esta autora señala los siguientes principios generales de la gestión 
responsable en las Administraciones Públicas: 
1. Identificación objetiva de las prácticas sostenibles y de todas las partes interesadas y/o 
afectadas (stakeholders), a través de un diagnóstico RS. 
2. Incorporación de la RS en la gestión y en los procedimientos, involucrando a todas las 
partes interesadas y consiguiendo el compromiso de los puestos directivos. 
3. Adopción de códigos formales de RS, con políticas al respecto y articulación del diálogo 
con todos los stakeholders. 
4. Compromiso ético, respeto hacia la diversidad e igualdad de oportunidades, con un 
reconocimiento explícito del valor positivo de la diversidad, y 
5. Memorias de RS con verificación externa. 
En este contexto, los municipios y entes locales españoles, en sus relaciones con empresas 
y con terceros, deberían definir políticas públicas con incentivos para aquellas empresas que 
destinen recursos a prestaciones sociales. De tal manera que, el gasto público (compra pública 
sostenible) se pueda vincular así, a comportamientos de empresas socialmente responsables. 
A la vez, las administraciones locales pueden impulsar también la inversión socialmente 
responsable (ISR) con incentivos de RS en los mercados financieros. Nos referimos, por tanto, 
a los valores intrínsecos de la Responsabilidad Social en el Sector Público y por extensión 
a los que deben ser incorporados por los municipios mediante sus políticas de gastos, el 
control del déficit y forma de financiamiento. En suma, tal y como señala Longo, F., (2012) es 
imprescindible la creación de valor público mediante cambios en las estrategias que incorporen 
valores de racionalidad económica, de responsabilidad social, eficiencia y control del gasto 
público.
Breve repaso del marco normativo español. 
En España, el compromiso con la RS en las Administraciones públicas se hace patente 
en las diferentes leyes promulgadas en la última década y orientadas en tres direcciones; a) 
impulsar la publicidad activa de las administraciones y entidades públicas y de interrelación 
con los ciudadanos, a través de las webs; b) garantizar el acceso a la información  (Ley 11/2007 
de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos); c) establecer 
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las recomendaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos (Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible que establece medidas para la racionalización 
y contención del gasto así como para incrementar la transparencia fiscal de la Administraciones 
públicas). Esta Ley deja patente que estas medidas deben llevarse a cabo dentro del marco de 
sostenibilidad e incluye un apartado (Art. 39: Promoción de la RSE), señalando, en concreto, 
la transparencia en la gestión, el compromiso con lo local y el medio ambiente, el respeto a los 
derechos humanos, la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, y la accesibilidad universal 
a las instalaciones y servicios públicos. La eficiencia es uno de los elementos importantes 
art. 32.4 “todo gasto se evaluará atendiendo a los principios de eficiencia y simplificación 
de los servicios prestados, incentivando la productividad del sector público”. En cuanto a la 
información, debe tener carácter público (Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno); para contribuir a restaurar la confianza en 
las Instituciones con un doble alcance: de un lado, incrementar y reforzar la transparencia en la 
actividad pública a través de obligaciones de publicidad activa para todas las administraciones 
y entidades públicas; de otro, reconocer y garantizar el acceso a la información; en concreto 
en su art. 8: “Información económica, presupuestaria y estadística” enumera las diferentes 
partidas que deben ser publicadas, y los efectos para la entidad en el caso de no cumplir con lo 
estipulado.
En cuanto al control de la deuda comercial, se ha establecido la obligación a las 
Administraciones Públicas de hacer público su periodo medio de pago (PMP) a proveedores, 
(Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de Control de la Deuda Comercial en el Sector 
Público) generándose una herramienta de seguimiento de la deuda comercial y la obligación 
para las Administraciones de incluir en sus planes de tesorería información relativa al pago a 
proveedores.
Además del marco normativo descrito, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social ha 
publicado “La Estrategia Española de Responsabilidad Social 2014-2020 para empresas, 
administraciones públicas y el resto de organizaciones para avanzar hacia una sociedad y una 
economía más competitiva, productiva, sostenible e integradora”. En ella se definen la visión, 
principios, objetivos, líneas de actuación y plan de medidas en materia de RS y su integración en 
la educación, formación e investigación. Sin embargo, en el caso de los municipios españoles, 
la información sobre indicadores de desempeño y de gestión presupuestaria sigue siendo muy 
escasa e insuficiente para testar la eficiencia del gasto y comparar el nivel de servicios prestado 
con la forma de financiamiento (Tax Rate/Transfer Rate) de los mismos. 
Objetivos de la investigación y presentación del estudio empírico
Nos hemos propuesto analizar las relaciones más relevantes entre la estabilidad presupuestaria 
(mostrar su déficit o superávit) y el sistema de financiamiento de los municipios (Tax Rate/
Transfer Rate). Atendiendo al principio de estabilidad presupuestaria, hemos realizado un 
análisis según el tamaño de población de los municipios y en relación a la agrupación por 
comunidades autónomas. 




Figura 2 Relación presupuesto y RSC
Así mismo, hemos analizado las características más relevantes de la forma de financiarse 
que tienen los municipios, con el objeto de conocer los puntos fuertes y débiles del actual 
sistema de financiamiento de los municipios (SFM) e intentar descubrir la correlación entre 
el sistema de financiamiento y las políticas concretas de gastos que llevan a cabo. Para ello, 
hemos analizado las relaciones entre la gestión presupuestaria y el porcentaje y gasto per cápita 
destinados al área de gasto (AG1) de Servicios Públicos Básicos y en el área de gasto (AG2) 
de Actuaciones de Protección de Promoción Social.
Las dos áreas de gastos AG1 y AG2 son representativas de las prestaciones sociales que tienen 
encomendadas los municipios y, por tanto, representativas de políticas de Responsabilidad-
Social-Corporativa atribuibles a los municipios españoles. En este sentido, es fundamental 
analizar cómo están gastando y en qué servicios lo hacen y a la vez, conocer el origen de los 
recursos que los financian y definir un indicador de RSC en cada municipio.
Por consiguiente, el objetivo fundamental es disponer de un modelo predictivo/explicativo 
de la RSC municipal y para ello pretendemos contrastar la siguiente hipótesis:
H1: La RSC de los municipios puede ser explicada a partir del tamaño de su población y 
de la forma en que se financian.




Nuestra fuente de información parte de las liquidaciones presupuestarias de 2014 de los, 
aproximadamente, 9.500 municipios y otros entes locales españoles, que se presentaron ante 
el Tribunal de Cuentas de España. Con objeto de disponer de una base de datos de resultados 
presupuestarios con la que poder realizar un análisis se han empleado técnicas de data mining 
Chamizo et al, (2015) que nos permitan el tratamiento de un gran volumen de información y de datos.
De dichas liquidaciones presupuestarias hemos obtenido dos bases de datos (Tabla 1):
• La primera, a partir de la clasificación económica de Ingresos y Gastos. De ella hemos 
obtenido un total de 1.116.212 registros. De tal manera que tanto para las variables de los 
ingresos como para las de los gastos de cada municipio y ente local, se ha incluido; la población, 
el importe de los derechos reconocidos netos/ obligaciones reconocidas netas para todos los 
capítulos (1 dígito), artículos (2 dígitos), conceptos (3 dígitos) y subconceptos (5 dígitos). Esta 
primera base de datos proporciona un total de 1.045 variables a nuestro estudio.
• Para analizar en qué servicios públicos gastan los municipios hemos partido de la 
clasificación funcional del presupuesto o por programas2. Esta segunda base de datos, con 
551.849 registros se refiere al importe de las obligaciones reconocidas netas de la clasificación 
funcional o por programas del presupuesto de gastos (no existe clasificación funcional del 
presupuesto de ingresos). Esta base de datos incluye también la clasificación económica 
del presupuesto de gastos, pero exclusivamente a nivel de capítulo, así como el número de 
habitantes de cada municipio. De ella hemos obtenido un total de 1.132 nuevas variables (no se 
consideran nuevas variables las ya incluidas en la primera base de datos).
2 La asignación de recursos financieros se efectúa en función de las necesidades establecidas por las políticas de 
gastos que delimitan y concretan las distintas áreas de actuación del Presupuesto.
Base de datos 2
Solo municipios
Solo áreas de gasto (1 dígito)
Solo Capítulos de gastos (1 dígito)
Base de datos 1
Solo municipios incluidas en base de datos 2
Solo capítulos del presupuesto de ingresos (1 dígito)
Una vez procesados y codificados los datos hemos transformado la información inicial para 
seleccionar los datos objetivo de esta investigación. Es decir, con los datos seleccionados, se 
han fusionado ambas bases de datos, se ha reducido el nivel de desglose de las partidas y se han 
eliminado los municipios atípicos. Con todo ello llegamos a una muestra de 6.960 municipios 
y 68 variables. Dichos datos son los cimientos para la construcción del modelo predictivo/
explicativo de la RSC que proponemos para interpretar y evaluar las variables explicativas de 
los mismos y con el objetivo final de generar conocimiento.
Para poder realizar el análisis, se procede a la caracterización de los municipios atendiendo 
a las siguientes categorías: a) su forma mayoritaria de financiamiento (Tax, Transfer, Repartido 
y Otros), b) su rango de población (<10.000, 10.000-50.000, 50.000-100.000, 100.000-
250.000, 250.000-500.000, >500.000) y c) su resultado presupuestario (Déficit, Superávit). A 
continuación, y en base a estas tres categorizaciones, se ha realizado un análisis clúster que nos 
permita revelar las tipologías más comunes en España.
Tabla 1
Bases de datos de resultados presupuestarios.
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Para evaluar la RSC en los municipios españoles y, tras el análisis y la categorización 
de los municipios, se han definido dos indicadores de RSC que se evalúan, respectivamente, 
en función del porcentaje del gasto y del gasto presupuestario per cápita en las áreas de 
gasto (AG1) de Servicios Públicos Básicos y en el área de gasto (AG2) de Actuaciones de 
Protección de Promoción Social  (Anexo 2) de la clasificación funcional o por programas del 
presupuesto de gastos (esta clasificación agrupa los gastos según la naturaleza de la función 
que realizan). Ambos indicadores se comparan con el valor promedio obtenido de la base de 
datos seleccionados tras la fusión de las mismas. Cuando el valor de un municipio es superior 
al promedio se otorga un valor favorable. Cuando ambos indicadores son favorables se ha 
considerado que el municipio posee el atributo de RSC, obteniéndose de esta forma, una variable 
discreta que adopta valores uno cuando se identifica con RSC y cero cuando no se identifica.
El siguiente paso, ha consistido en realizar un análisis de correlaciones al objeto de 
seleccionar algunas de las variables más significativas y descartar aquellas variables con menos 
significación. Sometidas las variables independientes a un test de normalidad, resultó que 
mayoritariamente se distribuían de forma no normal;por lo que, se calcularon correlaciones no 
paramétricas (Kendal) para determinar aquellas variables independientes más relacionadas con 
la dependiente, lo que redujo la relación a aproximadamente 80 variables.
Con el fin de evitar problemas de multicolinealidad y, puesto que el objetivo era explicar 
la variable RSC relacionada con los gastos, se suprimieron las variables relacionadas con los 
gastos y, manteniendo únicamente las variables relacionadas con los ingresos.
Con todo lo anterior se ha definido un modelo predictivo/explicativo de la RSC, de carácter 
dicotómico y discreto en el que la variable dependiente RSC toma los valores de (verdadero/
falso). Es decir, se ha optado por un modelo logit, buscando, además, aquel que predijese 
correctamente un mayor número de casos con el menor número de variables y menor valor 
absoluto del criterio de Akaike. Por lo que, tras varias iteraciones, llegamos a un modelo logit 
que incluía 7 variable independientes. 
Por tanto, el modelo propuesto es una recta de regresión que permite explicar/predecir si 
en base a la forma obtener sus ingresos un municipio va a obtener un valor positivo en RSC.
Resultados obtenidos del estudio 
Caracterización de los municipios españoles según la forma de financiamiento, rango de 
población y su resultado presupuestario (Déficit/Superávit) 
Analizando las partidas de ingreso de la clasificación económica del presupuesto3. (Tabla 
2) observamos que, para 2014 los ayuntamientos españoles se financiaron mayoritariamente a 
través de impuestos (Tax), en un 46.02 %, seguido de transferencias (Transfer) con el 36.93%. 
Sin embargo, haciendo el análisis por comunidades autónomas encontramos diferencias 
significativas entre comunidades. Las comunidades que superan el 50% de financiamiento 
vía transferencias son; la comunidad de Galicia con un 70.71%, Extremadura un 70.25%, 
3 Esta clasificación ordena los ingresos según su naturaleza, distinguiendo entre los ingresos corrientes, los de capital 
y los de operaciones financieras.
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Andalucía un 70.07%, Aragón un 59.21% y Canarias con un 54.02% y, en el resto se financian 
fundamentalmente mediante impuestos (Tax).
Tabla 2
Reparto de formas de financiamiento por ayuntamientos de CCA
Tabla 3 
Variación Neta de Pasivos Financieros en Municipios con Déficit por CCAA
A continuación, tras analizar los gastos e ingresos de los capítulos 1 al 8 del presupuesto 
de todos los municipios, identificamos  por comunidades autónomas, aquellos  que presentan 
déficit4 (un 11% del total) o los que presentan superávit (un 89% del total), al objeto de conocer 
la relación del déficit o superávit con la variación neta de sus pasivos financieros. 
En relación a los municipios que presentan déficit, (un 11% del total) observamos que 
casi el 51% de ellos (Tabla 3) presentan una variación neta de pasivos financiera negativa, lo 
que significa que están reduciendo su deuda con las entidades financieras y a la vez, dilatando 
el pago a los proveedores. El 41.96% de los municipios presentan variación neta de pasivo 
financiero nula (ni aumentan ni disminuyen la deuda); y el 7.38% aumenta la deuda con las 
entidades financieras (Tabla 2).
4 Entendiendo Déficit presupuestario como la diferencia entre los Derechos Reconocidos Netos de los capítulos 1 a 
8 de la clasificación económica del Presupuesto de Ingresos y las Obligaciones Reconocidas Netas de los capítulos 1 
a 8 de la clasificación económica del Presupuesto de Gastos cuando esta es negativa. En consecuencia, hablamos de 
Superávit cuando esta diferencia es positiva.
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Por comunidades autónomas se observa que en más de la mitad priorizan la reducción de 
deuda con entidades financieras. Destaca las Islas Baleares (Islas Baleares) en la que el 85.71% 
de los ayuntamientos con déficit destinan sus ingresos a reducir las deudas con las entidades 
financieras. Esta misma situación se observa en los municipios de la Comunidad de Madrid en 
un 82.35%; Comunidad Valenciana en un 69.09%; Cataluña con un 65.33% y Murcia en un 
57.14%. Todas ellas tienen además la característica común de financiarse mayoritariamente 
mediante impuestos (Tabla 1). También se observa que dichas comunidades están reduciendo 
la deuda con las entidades financieras. Sin embargo, se observa que los municipios de las 
comunidades de Andalucía en un 70.42%, Extremadura en un 63.79% y Galicia en un 64.86%, 
se financian mayoritariamente vía transferencias.
Respecto a los municipios que presentan superávit, representan el 89% del total, es decir, 
unos 6.134 municipios tienen superávit. De ellos, el 65% están reduciendo deuda y, destacan 
los municipios de Navarra y País Vasco con una reducción del 100%, seguidos de los de 
Murcia y Baleares con el 94%, Comunidad Valenciana y Cataluña con un 83% y los de la 
Comunidad de Madrid en un 74% (Tabla 4). Todos ellos, con la caracterización común de 
financiarse mayoritariamente vía impuestos (Tabla 2). En consecuencia, observamos que tanto 
los municipios con déficit, como los que tienen superávit, les caracteriza el estar reduciendo su 
deuda con las entidades financieras.
Tabla 4
Variación Neta de Pasivos Financieros en Municipios con Superávit por CCAA
A nuestro análisis le hemos añadido la categorización de los municipios atendiendo al tamaño 
de su población, según se muestra en la siguiente Tabla 5 y antes de realizar el análisis clúster.












10 000-50 000-Tax-Superavit-Reduciendo Deuda
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Agrupación de los municipios españoles según su tamaño de Población 
Tabla 6
Análisis Clúster de los municipios españoles según población, forma de financiamiento, 
Resultado presupuestario y VNPF.
Se observa que el 59.28% del número de municipios de menos de 10.000 habitantes acogen 
a un 2,9% del total de habitantes. Sin embargo, el 43.49% de la población vive en municipios 
que se sitúan en el rango de 10.000-50.000 habitantes y representan un 38.78 %. Combinando 
todos los criterios analizados, (Forma de financiamiento, Resultado presupuestario, Variación 
Neta de Pasivos Financieros y Población), se han establecido las categorías (Clúster) que 
figuran en la tabla 6. 
Del análisis Clúster se observa que los 5 primeros clústeres coinciden en la forma de 
financiamiento, resultado y VPNF, representan el 70.5% de la población y el 21.32% del 
número de municipios. Por tanto, podemos concluir que la mayoría de la población española 
vive en municipios que se financian vía impuestos, tienen superávit y reducen deuda con 
entidades financieras.
Clasificación de los municipios según su forma de financiamiento y rating de RSC 
Con los resultados obtenidos del análisis (formas de financiamiento y su relación con el 
endeudamiento), hemos clasificado los municipios atendiendo a la forma en la que se financian 
y nivel de gastos presupuestario destinados al área de gasto (AG1) de Servicios Públicos 
Básicos y al área de gasto (AG2) de Actuaciones de Protección de Promoción Social. Dicha 
clasificación nos ha servido de base para proponer dos indicadores que midan el nivel de la 
RSC atribuible a cada municipio. 
Para definir el primer indicador de RSC hemos calculado la media de gastos en esas dos 
áreas de gasto. Resultando ser de una media de gasto del 38.11%. 
Indicador I de RSC = % de gasto en AG1+AG2 igual o mayor que el 38.11%
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Con este indicador, hemos categorizado a los municipios en dos grupos: Grupo 1, municipios 
con responsabilidad social, a los que están por encima de esa media y, Grupo 2, municipios que 
están por debajo de esta media y, por tanto, con escaso o nulo nivel de RSC. 
EL segundo indicador lo hemos calculado a partir de los gastos medios per cápita en las dos 
áreas de gasto (AG1 y AG2), del total de los municipios, a fin de reforzar el indicador anterior 
con un modelo más robusto. 
El gasto medio per cápita en el Área de gasto 1 y, en el Área de gasto 2 de los municipios 
es de 488.95 €.
Indicador II de RSC = Gasto per cápita en AG1+AG2 igual o superior a 488.95 euros
Estos dos indicadores nos permiten construir la variable dicotómica dependiente (RSC) que 
adoptará el valor 1/Verdadero y 0/Falso y definida como: 
• Verdadero, el municipio tiene RSC, cuando el % de gasto en las áreas de gasto (AG1+AG2), 
respecto al total presupuestario, es superior al promedio global del 38 % y a la vez, el gasto per 
cápita en los mismos es igualmente superior al promedio de 488.95 euros 
• Falso, el municipio no tiene RSC, en cualquier otro caso.
Haciendo un análisis del total de los municipios estudiados y agrupándoles según los 
indicadores descritos, se ha encontrado (Tabla 7) que 2.739 ayuntamientos (un 39%) no 
cumplen ninguno de los dos indicadores de RSC seleccionados (no tienen RSC). Con un único 
indicador de RS (no tienen RSC), se encuentra un grupo de 2.497 ayuntamientos, el 35.88% 
y, 1.724 ayuntamientos, el 24.77% estarían por encima de estas dos medias (si tienen RSC) y, 
por tanto, se acercarían más a políticas de Responsabilidad Social, y les etiquetaremos como 
municipios de gestión presupuestaria orientada a la RSC (nuestra variable dependiente). 
Analizado cada grupo se observa que:
1º. Los municipios que no presentan valores iguales o superiores a la media en ninguno 
de los indicadores, se financian fundamentalmente vía impuestos el (41.47%) y mediante 
transferencias estaría el (40.20%).
2º Los municipios que presentan valores superiores a la media en uno de los indicadores, y 
a la vez se financian mayoritariamente, vía impuestos representan un 55.47% del total mientras 
que el 30.80% del total se financian vía transferencias.
3º Los municipios que presentan valores superiores a la media en ambos indicadores de 
financiamiento ligeramente por vía transferencias (40.66%) frente a los que se financian a 
través de impuestos (39.62%).
Podemos observar en la Tabla 7 que, si agrupamos los municipios que al menos tengan en 
uno de los dos indicadores de RSC, valores superiores a la media, estos representan el 60.65% 
del total de los municipios y, que se financian mayoritariamente vía impuestos el 48.99% y, un 
34.83% obtienen mayoritariamente el financiamiento mediante transferencias. (Tabla 7)
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Municipios según su forma de financiamiento y RSC
Tabla 8 
Forma de financiamiento, RSC y endeudamiento
Clasificación de los municipios según su forma de financiamiento, RSC y endeudamiento.
En relación al gasto en “Deuda Pública” que recoge los derechos reconocidos netos del 
programa 0 (Deuda Pública) que debe recoger los intereses reconocidos (Capítulo 3, Gastos 
financieros) y la amortización de deuda financiera (Capítulo 9, Pasivos financieros) de la 
clasificación Económica del gasto. Se ha encontrado, que de media los municipios españoles 
dedican el 5.62% del presupuesto de gastos a “Deuda Pública” con un gasto per cápita de 63.06 
€ (Tabla 8). Además, el mayor promedio de gasto per cápita, 75.5 €, lo presentan los municipios 
que se financian vía impuestos (Tax) y representan una media del 7.19% del gasto. Respecto a 
los municipios cuya forma de financiarse está repartida entre impuestos y transferencias gastan 
67.84 € per cápita, con un 5.36% del gasto. El tercer lugar, lo ocupan los municipios que se 
financian vía transferencias (Transfer) con 46.14 € per cápita y un 3.89% del gasto en intereses 
y amortización de deuda. 
El mayor gasto per cápita en endeudamiento (128.55€) lo presenta la categoría de 
ayuntamientos con un indicador de RSC y financiamiento vía otros ingresos (Capítulo 5 y 
6)5. En términos porcentuales el mayor valor corresponde a los ayuntamientos que presentan 
un indicador de RSC y se financian de forma repartida con un 9.79% del gasto tal y como 
observamos en la Tabla 8.
5 El capítulo 5 de ingresos “Ingresos patrimoniales“ recoge los derechos reconocidos netos por intereses y dividen-
dos; arrendamientos, concesiones administrativas, aprovechamientos forestales y agrícolas y ganancias patrimoniales. 
El capítulo 6  “Enajenación de inversiones reales” recoge los derechos reconocidos netos por venta de terreno, solares, 
parcelas y otras inversiones reales.
Propuesta de un modelo de regresión Logit para explicar la RSC 
A partir del estudio de los hallazgos anteriores empleando IBM SPSS Statistics 22, se hace 
un test y se revela la no normalidad mayoritaria de las cerca de 170 variables independientes. 
En razón de la no normalidad se calculan correlaciones no paramétricas (Kendall) y resultan 
estar significativamente asociadas con la variable dependiente RSC las siguientes: Población, 
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Impuestos, Transferencias, Otros Ingresos, Transferencias per cápita, Impuestos Per cápita, 
Otros ingresos per cápita.
Con las siete variables seleccionadas se realiza un análisis multivalente, aplicando 
un modelo logit, para explicar el valor de la variable dependiente RSC en función de estas 
variables independientes. Para ello se empleó el software GRETL 1.9.91cvs (GNU Regression, 
Econometric and Time Series Library)
Tabla 9
Modelo 1 LOGIT con 7 variables
Modelo 1: Logit, usando las observaciones 1-6960
Variable dependiente: RSC - Desviaciones típicas QML
El modelo logit 1, después de diversos ensayos, ha resultado ser el que predice correctamente 
un mayor número de casos y dispone de menor valor del criterio de Akaike y, por tanto, es el 
modelo propuesto para explicar la RSC de los municipios españoles. 
El modelo revela que las siete variables estudiadas (Población, Impuestos, Transferencias. 
Otros Ingresos, Transfer per cápita, Impuestos per cápita y Otros ingresos per cápita), son 
suficientemente significativas y contribuyen a explicar la RSC de los municipios españoles, 
excepto el valor absoluto de las transferencias recibidas y otros ingresos (c5+c6) ambos debido 
a su elevado p-valor.
Discusión y Conclusiones 
De acuerdo a los objetivos que nos hemos planteado, en este estudio hemos constatado 
que la estabilidad presupuestaria, la suficiencia financiera de los municipios y la sostenibilidad 
del bienestar social están estrechamente interrelacionados. En cuanto a nuestro primer 
objetivo, hemos puesto de relieve que la mayoría de los municipios, un 46.02%, obtienen 
fundamentalmente sus ingresos de los tributos locales (Tax Rate). Sin embargo, agrupados 
por Comunidades Autonómicas se observan diferencias significativas entre los municipios de 
unas y otras. En las Comunidades Autónomas con un nivel de renta “per cápita” más bajos, 
los ingresos de los municipios, proceden mayoritariamente de las transferencias o del Estado 
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o de la Comunidad Autónoma a la que pertenecen. Al mismo tiempo, hemos constatado que, 
aunque la estabilidad presupuestaria varía según las diferentes Comunidades Autónomas, al 
tratarse de un principio establecido tanto por el Gobierno de España como por las Instituciones 
de la Unión Europea, sólo un 11% de los municipios españoles presentan déficit y priorizan 
la reducción de su deuda con las entidades financieras. Sin embargo, tanto los municipios que 
presentan déficit como los que presentan superávit, reducen deuda con las entidades financieras 
y dilatan el pago a los proveedores. En consecuencia, parece que la forma de financiamiento o 
la procedencia de los ingresos no condiciona el cumplimiento de la estabilidad presupuestaria. 
Además, mediante el análisis clúster combinando los factores de; Forma de financiamiento, 
Resultado presupuestario, Variación Neta de Pasivos Financieros y Población se ha demostrado 
que la mayoría de la población española vive en municipios que se financian vía impuestos, 
tienen superávit y reducen deuda con entidades financieras.
Al mismo tiempo, este análisis confirma la característica fundamental del modelo de 
gestión presupuestaria española. El de ser un modelo fuertemente enraizado en una tradición 
puramente administrativista y poco orientado hacia los resultados y a medir la eficiencia en la 
gestión de los servicios públicos. Características que pueden hacer peligrar la sostenibilidad 
de dichos servicios y el papel de las administraciones locales tal y como hoy están concebidos 
en un “estado el bienestar” y dentro de la Unión Europea. En este sentido, el control del gasto 
es una preocupación común para las distintas organizaciones públicas que prestan servicios 
públicos y se financian a través de las diferentes partidas de gastos presupuestarios. Por tanto, 
la aplicación del recurso en su justa medida, dentro del marco de la legalidad se convierte en 
una condición necesaria para la sostenibilidad.
En cuanto a la relación del presupuesto y algunas de las partidas de gasto social, se ha 
demostrado la existencia de relaciones entre; el Sistema de Financiación de los municipios (SFM) 
y el porcentaje de gasto y per cápita en los programas de gastos sociales (AG1) de Servicios 
Públicos Básicos y al área de gasto (AG2) de Actuaciones de Protección de Promoción Social. 
Además, partir de la clasificación económica del presupuesto y en relación a las partidas 
de gastos sociales (AG1 y AG2) estudiadas, hemos identificado el tipo de financiamiento por 
municipio y CCAA, así como los programas de gastos donde se aplican. En nuestro estudio 
hemos encontrado que un 39.35% de municipios no tiene entre sus prioridades los programas 
sociales, además de ser los municipios que menos contribuyen a reducir su deuda, frente a 
un 24.7% del total de los municipios que sí cumplen con los programas de gastos sociales 
propuestos y además dedican fondos a reducir deuda. 
Según nuestros conocimientos, este es el primer estudio en el que se han definido indicadores 
de RSC a partir de las partidas de gastos sociales contenidas en los presupuestos municipales 
y partiendo de la información de las liquidaciones presupuestarias presentadas ante el Tribunal 
de Cuentas de España. Todo ello nos ha permitido categorizar los municipios, según su nivel 
de RSC definida mediante los indicadores que se proponen. En consecuencia, hemos puesto 
de relieve en qué medida, la forma de obtener los ingresos los municipios españoles, puede 
explicar su compromiso con las políticas de gastos sociales y en consecuencia, ser un factor 
que expliquen el nivel de RSC asignable a cada municipio. En concreto, en nuestro estudio 
el 48.99% de los municipios españoles, que se financian con impuestos, cumplen con los dos 
indicadores y por tanto tienen un nivel de RSC más alto. Sin embargo, a los municipios cuya 
fuente mayoritaria de ingresos son las transferencias del Estado o de la Comunidad Autónoma, 
se les puede atribuir un nivel de RSC más bajo. 
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Este estudio, por tanto, pone de manifiesto que el origen de los ingresos de los entes públicos 
puede condicionar el tipo de políticas de gastos que lleven a cabo, su eficiencia y nivel de 
RSC. En consecuencia, hemos demostrado que las relaciones entre las políticas de ingresos y 
gastos de cada municipio repercuten directamente en su nivel de RSC. Además, hemos podido 
constatar la relación entre el nivel de gastos dedicados a la devolución de deuda e intereses, 
el nivel de RSC de los municipios, por cumplir éstos con los dos indicadores y la forma de 
obtener los ingresos. De la relación, entre estos tres factores señalados, podemos concluir que 
los municipios financiados con impuestos cumplen mejor con los indicadores de RSC y con la 
estabilidad presupuestaria que los que se financian mediante trasferencias.
En este trabajo también constatamos la importancia de analizar los datos de las liquidaciones 
presupuestarias ya que a partir de ello y de indicadores adecuados sobre políticas sociales y de 
RSC, podemos modelizar el comportamiento de los municipios españoles ante determinadas 
partidas presupuestarias. Con este propósito hemos formulado el modelo de probabilidad logit, 
que nos ha permitido confirmar la hipótesis según la cual la RSC de los municipios puede ser 
explicada a partir del tamaño de su población y de la forma en que se financian.
En resumen, hemos constatado que el presupuesto es una herramienta financiera que va 
más allá de la clasificación de los gastos e ingresos por naturaleza o por funciones y que puede 
ser una herramienta para analizar la contribución de los municipios y otras administraciones 
públicas a las políticas de RSC. Si a esto añadimos indicadores de los servicios prestados (de 
actividad, número de prestaciones y costes de los servicios) e indicadores sobre el grado de 
satisfacción de los ciudadanos, se podrán establecer mecanismos de mejora continua, en cuanto 
a transparencia, políticas públicas de buen gobierno, políticas de inclusión social y mejora 
de la calidad de vida de los ciudadanos. Por tanto, es necesario desarrollar indicadores de 
ética pública que nos muestren el coste y la utilidad de los servicios y permitan su evaluación. 
Las administraciones locales deben evolucionar hacia un buen gobierno que incorpore en su 
gestión los principios de la RS (transparencia completa, rendición de cuentas, sostenibilidad 
medioambiental, diálogo con sus stakeholders y alianzas con múltiples grupos de interés).
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